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Protocolo de Actuación para Situaciones
Migratorias Especiales de la Dirección General
de Migración y Extranjería 

Define los procedimientos y mecanismos para la identificación de perfiles y brindar una asertiva 
resolución, referencia  y seguimiento de las diferentes situaciones migratorias que involucren a 
la población migrante en situaciones de vulnerabilidad.
https://www.migracion.go.cr/Documentos%20compartidos/-
Ni%C3%B1ez/Protocolo%20de%20Actuacion%20para%20Situaciones%20Migratoris%20Especiales.pdf

Manual Administrativo y de Procedimientos de los Centros
de Aprehensión Temporal para Extranjeros en Condiciones
Irregulares de la Dirección General de Migración y Extranjería

Protocolo para la Solicitud, Autorización y Operación de
Retornos Financiados con Recursos del “Fondo de Reserva
de la Conferencia Regional para Migración para la Asistencia
de Migrantes Regionales en Situación de Alta Vulnerabilidad”

https://www.unhcr.org/sites/default/files/legacy-pdf/50a605d29.pdf

Este manual fija los lineamientos de la detención/aprehensión administrativa de las personas 
que no cumplan las regulaciones migratorias establecidas en Costa Rica.  

Guía para la Repatriación de Costarricenses
en el Exterior de 2018 de la Dirección General
de Migración y Extranjería

https://www.programamesoamerica.iom.int/sites/default/files/guia_de_repatriacion_consular.pdf

Busca ser un instrumento ágil para orientar al personal consular del país, en la referencia, 
asistencia y repatriación de personas costarricenses que estén en otros países del mundo y que 
requieran apoyo para su retorno al país.

Establece los lineamientos conceptuales y operativos que deben observarse para la solicitud, autoriza-
ción y operación de retornos voluntarios asistidos financiados con recursos de este fondo.

https://rosanjose.iom.int/sites/g/files/tmzbdl1446/files/docu-
ments/Resumen_Ejecutivo_Protocolo_Fondo_de_Reserva_de_la_CRM.pdf

Ley sobre la Prohibición de Discriminación
del Trabajo (Ley No. 2694)

https://www.ilo.org/dyn/natlex/docs/WEBTEXT/31596/64866/S60CRI01.htm

Prohíbe toda suerte de discriminación, determinada por distinciones, exclusiones o preferencias, fundada 
en consideraciones sobre raza, color, sexo, edad, religión, estado civil, opinión política, ascendencia 
nacional, origen social, filiación o situación económica, que limite la igualdad de oportunidades o trato 
en materia de empleo u ocupación.
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Ley contra la Discriminación Racial (Ley No. 4230)
Considera delito la negativa a permitir el ingreso de personas a asociaciones, centros de 
diversión, hoteles y afines, por motivos de discriminación racial.

http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_-
texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=34168&nValor3=36028&strTipM=TC

Ley de Código Penal (Ley No. 4573) 
Establece que será sancionado con veinte a sesenta días multa, la persona, el gerente o direc-
tor de una institución oficial o privada, administrador de un establecimiento industrial o comer-
cial, que aplicare cualquier medida discriminatoria perjudicial, fundada en consideraciones 
raciales, de sexo, edad.
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_-
texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=5027&nValor3=96389&strTipM=TC

Ley de Eliminación de la Discriminación Racial en
los Programas Educativos y Los Medios de
Comunicación Colectiva (Ley No. 7711) 

Esta ley entiende la discriminación como toda “forma de distinción, exclusión, restricción o preferencia, 
basada en la raza, el color, la religión, las creencias, la descendencia o el origen étnico, que anule o 
menoscabe el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y 
las libertades fundamentales tanto en las esferas política, económica, social y cultural, como en cualquier 
otra”, y que se prohíbe cualquiera de estas manifestaciones.
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_-
texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=26287&nValor3=27813&strTipM=TC

Decreto Ejecutivo 20568 
Costa Rica acepta y ratifica enmiendas a la Constitución del Comité Intergubernamental de 
Migraciones, vigente desde el 7 de agosto de 1991.

http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/pronunciamien-
to/pro_ficha.aspx?param1=PRD&param6=1&nDictamen=17737&strTipM=T

Ley No. 7230 Aprobación de las enmiendas a
la Constitución del Comité Intergubernamental
para las Migraciones

Contempla las enmiendas a la Constitución CIME (Comité Intergubernamental para las Migraciones 
Europeas), emitidas por la Asamblea Legislativa, vigente desde el 10 de junio de 1991. 

http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/normas/nrm_ar-
ticulo.aspx?param1=NRA&nValor1=1&nValor2=5534&nValor3=5865&nValor4=-1&nValor5=27705&nValor6=
09/06/1991&strTipM=FA
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Ley No. 6730 Protocolo de adición al Acuerdo con
el Comité Intergubernamental para las Migraciones
Europeas Sobre Privilegios e Inmunidades de esta
Organización en Costa Rica 

Acuerdo con el CIME, emitida por la Asamblea Legislativa, vigente desde el 24 de marzo de 
1982. 
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_-
texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=34615&nValor3=36506&strTipM=TC

Ley No. 5767 Aprueba Acuerdo con el Comité
Intergubernamental para las Migraciones Europeas
Sobre Privilegios e Inmunidades de esta Organización
en Costa Rica y el Gobierno de Costa Rica

Costa Rica aprueba el acuerdo con el CIME sobre privilegios e inmunidades de esta organiza-
ción en Costa Rica, emitida por la Asamblea Legislativa, vigente desde el 27 de agosto de 
1975.
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_-
texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=53571&nValor3=58467&strTipM=TC

Ley No. 1832 Constitución del Comité Interguber-
namental para las Migraciones Europeas

Constitución del CIME, emitida por la Asamblea Legislativa, vigente desde el 7 de diciembre 
de 1954.

http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_-
texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=2809&nValor3=2979&strTipM=TC

Decreto Ejecutivo 32696-G: Reglamento de
permisos temporales para extranjeros

http://www.pgrweb.go.cr/DOCS/NORMAS/1/VIGENTE/D/2000-2009/2005-2009/2005/D99E/94729.HTML

Emitido por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, vigente desde el 19 de octubre de 
2005.



mundial. Asimismo, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados 
(ACNUR) estima que a finales del 2022 había 108,4 millones de personas desplazadas por 
la fuerza alrededor del mundo. 

Dentro de esa coyuntura conviene señalar que en América Latina, tal y como plantea 
Sandoval (2015), la movilidad humana ha aumentado considerablemente en las últimas 
tres décadas, cuando se profundizaron en la región las políticas neoliberales que 
agudizaron las expresiones de la cuestión social materializadas en pobreza, desigualdad, 
afectaciones socioambientales y violencias que además conllevan “efectos 
diferenciados sobre la vida de las personas durante todas las etapas del proceso 
migratorio” (Güell y Parella, 2023, p. 8). Al respecto, la incorporación de una lectura 
histórica del fenómeno migratorio es fundamental para dimensionar las desigualdades 
políticas, económicas, socioculturales, y la conflictividad en la que las personas en 
situación de movilidad humana desarrollan su existencia cotidiana.

Ante esto, es necesario apuntar que los efectos de este esquema global de la 
desigualdad tienen repercusiones sexo-genéricas particulares, pues en la actualidad 
miles de mujeres racializadas y migrantes son empleadas como cuidadoras y 
trabajadoras domésticas. Lo hacen, a menudo, sin documentación que regularice su 
condición migratoria, bajo formas de explotación, con sueldos precarios, sin derechos 
laborales y lejos de sus familias. Mientras garantizan su subsistencia, envían remezas a sus 
países de origen impactando en las economías nacionales y proveen las condiciones de 
reproducción de la vida diaria de familias más privilegiadas. Así, este sistema dual de la 
reproducción social mercantiliza el trabajo doméstico y de cuidados a altos niveles de 
opresión donde converge la desigualdad de clase, género y etnia, lo cual convierte a las 
mujeres migrantes en uno de los principales grupos que experimenta la violencia 
sistémica (capitalista-patriarcal-racial) pese a su transcendental aporte en el 
sostenimiento de procesos vitales dentro y fuera de las fronteras. 

De igual manera, es necesario destacar que la experiencia de discriminación de la 
población migrante continúa siendo una realidad a nivel estructural y simbólico, pues 
“incluso el vocabulario de los derechos humanos suele ser empleado para legitimar 
políticas de Estado que en lo fundamental cercena la libertad de movimiento y los 
mismos derechos humanos” (Sandoval, 2015, p. 20). Con respecto a esta situación, la 
agencia política de las personas migrantes les ha hecho protagonistas de demandas 
que, como colectivo que sufre formas comunes de opresión, han permitido alcances 
fundamentales para la reivindicación y ampliación de sus derechos, presionando tanto a 
los Estados como a los organismos internaciones para que ejecuten políticas migratorias 
que garanticen mejores condiciones de vida en todas las etapas del proceso migratorio 
y se visibilicen sus múltiples aportes a los territorios que habitan. 

Al respecto de este último planteamiento, en Costa Rica, un estudio de la OCDE-OIT en 
2018 calculó en un 11,1 % el aporte de las personas trabajadoras inmigrantes al PIB. 
Además, la CEPAL indicó que el trabajo que realizan las personas migrantes en la 
economía costarricense ha alcanzado un aporte del 9,27 % al crecimiento económico 
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Marco normativo internacional

Convención Internacional sobre la Eliminación
de todas las Formas de Discriminación Racial 

https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/ProfessionalInterest/cerd_SP.pdf

Busca efectivizar los principios consagrados en la Declaración de las Naciones Unidas sobre la 
eliminación de todas las formas de discriminación racial, asegurando que se adopten 
medidas prácticas.

Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por
tierra, mar y aire que complementa la Convención
de las Naciones Unidas contra la Delincuencia
Organizada Transnacional 

Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata
de personas, especialmente mujeres y niños, que
complementa la Convención de las Naciones Unidas
contra la Delincuencia Organizada Transnacional

Protocolo para la Repatriación de Niños, Niñas y
Adolescentes Víctimas de Trata de Personas de Unicef 

Pretende prevenir y combatir el tráfico ilícito de migrantes, así como promover la cooperación 
entre los Estados Parte con ese fin, protegiendo al mismo tiempo los derechos de las personas 
migrantes.  
https://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/sp_proto_cont_-
tr%C3%A1fi_l%C3%ADci_migra_tierra_mar_aire_comple_conve_nu_cont_delin_orga_transn.pdf

Sus fines son prevenir y combatir la trata de personas, prestando especial atención a las muje-
res y los niños. Además, protege y ayuda a las víctimas de dicha trata, respetando plenamente 
sus derechos humanos.
https://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/sp_proto_pre-
v_repri_y_sanci_trata_pers_espe_muje_y_ni%C3%B1o_compl_conve_nu_contr_deli_org_trans.pdf

Orienta a los funcionarios y funcionarias de Migración, sobre cómo proceder en la detección 
de una persona menor de edad víctima de trata, cómo brindarle protección ante peligro y 
cómo colaborar con las instituciones competentes en la atención integral de esa víctima.
https://www.unicef.org/costarica/media/701/file/Protoco-
lo%20Interno%20para%20la%20repatriaci%C3%B3n%20de%20ni%C3%B1os,%20ni%C3%B1as%20y%20adole
scentes%20v%C3%ADctimas%20de%20trata%20de%20personas%20de%20la%20Direcci%C3%B3n%20Gen
eral%20de%20Migraci%C3%B3n%20y%20Extranjer%C3%ADa.pdf



del país entre el 2009 y el 2019, representando un 12,4 % del empleo total (Contreras, 
2022). Esto evidencia, en términos económicos, parte de la incidencia de la población 
inmigrante a nivel nacional, pese al deterioro sistemático de sus condiciones de trabajo y 

Por ello, las personas inmersas en procesos de movimientos migratorios reclaman un 
diálogo intercultural, antirracista y antixenófobo basado en un conocimiento situado, 
que reconozca su aporte cotidiano a nivel económico, social y cultural en las 
comunidades de acogida, y que permita observarlas desde un lugar que incluya las 
prácticas subjetivas, deseos y expectativas propias.

Sobre esa línea, conviene plantearse desde qué lugar comprendemos y abordamos las 
experiencias de las personas en situación de movilidad humana, teniendo presente que 
su realidad no es exclusivamente un asunto de responsabilidad individual, de actitud o 
decisiones personales, si no que, como ha sido esbozado en este texto, responden a 
estructuras más amplias donde se desarrolla la interacción humana vinculada a un 
contexto social e histórico que configura la manera en que se desarrolla la vida 
cotidiana. Ampliar la mirada hacia modelos explicativos no individualizantes permitirá 
evitar la revictimización en nuestras intervenciones personales y grupales con esta 
población, pues facilita una aproximación respetuosa, empática y objetiva ante las 
situaciones que se presenten, sin recurrir a juicios de valor ni precondiciones que 
reproduzcan estereotipos y manifestaciones de violencia.

Así, tanto desde la aproximación teórico-conceptual como desde el ejercicio profesional, 
el trabajo social en la atención a las diversas manifestaciones de la cuestión social, tiene 
como reto desmontar los discursos xenofóbicos hacia las personas migrantes como 
“hiperconsumidoras” de los servicios públicos, propiciar políticas sociales que incluyan su 
participación activa como sujetos cognoscentes y transformadores de la realidad, y 
llevar a cabo procesos que les visibilicen y fomenten estrategias de integración local y 
nacional, los cuales contribuyan a mejorar sus condiciones de vida bajo relaciones que 
reivindiquen el derecho a una vida digna y libre de toda discriminación.
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nacional, los cuales contribuyan a mejorar sus condiciones de vida bajo relaciones que 
reivindiquen el derecho a una vida digna y libre de toda discriminación.
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